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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior –ICETEX-, entidad accionada dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de esta ciudad el 8 de noviembre de 2016, por medio del cual tuteló el derecho fundamental al mínimo vital del joven CARLOS EDUARDO PINZÓN NIÑO.  

ANTECEDENTES

El joven Carlos Eduardo Pinzón Niño, actuando en nombre propio, interpuso acción de tutela en contra del ICETEX al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad, la vida y la vivienda digna, con base en los hechos que a continuación se relacionan: 
· Es beneficiario de una beca-crédito del programa “Ser pilo paga” del ICETEX, y conforme a ésta, el 28 de enero de 2016 se dirigió a la sede del Banco Popular de esta ciudad con el fin de obtener la tarjeta recargable, en la cual se realizan los giros de sostenimiento que otorga dicho proyecto; en ese lugar le negaron la entrega de la mencionada tarjeta pues ésta se encontraba registrada con su número de tarjeta de identidad, en vez de la cédula. 
· Al acercarse a las oficinas del ICETEX le orientaron que debía realizar la solicitud de cambio de documento, la cual se resolvería en 15 días hábiles, y posteriormente se le entregaría la tarjeta recargable, en la que se le consignarían las cuotas de sostenimiento 10 días hábiles después de haber sido activada. Pero dicho cambio no se pudo realizar en ese momento porque sólo contaba con la contraseña, pues aún no se le había expedido su cédula de ciudadanía, documento que para ese trámite le exigía la entidad. 
· El 16 de mayo, cuando obtuvo su cédula, se acercó al ICETEX a realizar el cambio de documentación y sólo hasta el 19 de julio se efectuó tal cambio, de lo cual se le informó mediante correo electrónico.  
· Para el momento en que le entregaron la tarjeta recargable ya el ICETEX había girado el dinero correspondiente a las cuotas de sostenimiento del primer semestre de 2016, y según le informaron en la entidad, el dinero fue girado a una cuenta con su número de identidad por lo que ya no era posible reclamarla, pero que ese dinero debía ser rechazado por el banco, lo que se demoraría 90 días. 
· El 8 de septiembre de 2016 se dirigió al Banco Popular, donde le informaron que nunca se consignó ningún dinero a una cuenta con su número de tarjeta de identidad, pero en el ICETEX aseguraron que si giraron ese dinero.
· El 13 de septiembre presentó un derecho de petición ante el ICETEX explicando su situación para que le brindaran una solución, de la que recibió respuesta el 10 de octubre, al respecto le explicaron que se debía realizar una reexpedición de su tarjeta recargable, y le dieron instrucciones para hacer esa diligencia en una oficina del Banco Popular; pero actualmente tiene una tarjeta con sus datos actualizados, por lo que no debería hacer trámites para la expedición de una nueva, sino que debería ser a la que tiene en este momento a la que se le realice el giro de las cuotas de sostenimiento del primer semestre de 2016.
· Al no haber tenido acceso a las cuotas de sostenimiento, tuvo que endeudarse para poder subsistir en esta ciudad. 

En vista de los argumentos expuestos, solicitó la protección de sus derechos fundamentales, y en consecuencia de ello, ordenar al ICETEX dar una solución a su situación. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 20 de octubre de 2016, admitió la demanda tutelar en contra del ICETEX, y vinculó oficiosamente al Banco Popular, corriendo traslado de la acción de tutela a dichas entidades en sus niveles regional y central. 
Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante fallo del 8 de noviembre de 2016:

“PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al mínimo vital del cual es titular el señor CARLOS EDUARDO PINZÓN NIÑO (C.C 1.090.510.462), mismo que ha sido vulnerado por el INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR - ICETEX.  SEGUNDO: ORDENAR al representante legal del INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR - ICETEX, que dentro de los DIEZ (10) DÍAS hábiles siguientes a la notificación del presente proveído proceda a adelantar las gestiones que resulten necesarias para culminar el proceso de giro de los valores que correspondan por concepto de sostenimiento del programa “SER PILO PAGA” asignados al señor CARLOS EDUARDO PINZÓN NIÑO, garantizando el depósito y disponibilidad de mismo en la cuenta asignada.  TERCERO: PREVENIR al INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR - ICETEX para que en lo sucesivo se abstenga de incurrir en igual omisión frente a las necesidades que reporta el usuario y evite ocasionar que el actor adelante trámites administrativos de manera reiterada cuando los mismos ya hayan sido debidamente agotados. (…)” 

Su decisión tuvo fundamento en que, a consideración del Despacho, la falta de suministro del subsidio al que tiene derecho el accionante, ha afectado la satisfacción de sus necesidades básicas de subsistencia, sobre todo teniendo en cuenta que los beneficiarios de dicho programa son ciudadanos de escasos recursos económicos, lo que permite presumir su situación de vulnerabilidad; adicionalmente, se puede predicar una eventual vulneración al derecho a la educación, en el entendido que el dinero que se le asigna está destinado a garantizar sus estudios en esta ciudad.  
IMPUGNACIÓN:
Una vez enterado de la decisión, el instituto Colombiano de crédito y estudios en el exterior ICETEX manifestó su inconformidad con la misma. 
Dentro de su escrito señaló que conforme a la orden dada mediante la sentencia de tutela, esa entidad realizó el proceso giro correspondiente a sostenimiento de los periodos 2016-1 y 2016-2, mediante resoluciones de octubre y noviembre, los cuales se encontraban pendientes por efectuar. 

Pese a lo anterior, señaló que esa entidad no comparte la decisión tomada por el Juez de primer grado, en primer lugar porque nunca se presentó vulneración alguna de los derechos fundamentales del accionante, lo que debió ser una causal de improcedencia. Por otra parte, la acción de tutela resulta improcedente cuando se pretenda discutir asuntos de carácter económico, puesto que pasa éstos existen otros mecanismos procesales propios para su trámite y resolución, por lo que las controversias en ese sentido exceden el campo de la acción de tutela. 
Finalmente resaltó que no se demostró la existencia de un perjuicio irremediable.  
Solicitó por lo tanto que se declare que esa entidad ya dio cumplimiento a lo ordenado en el fallo de tutela, e igualmente que se revoque dicha decisión al determinarse que el ICETEX no ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por el accionante. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Corporación si le asiste razón a la entidad impugnante al señalar que la presente acción de tutela es improcedente por no haber existido vulneración de los derechos fundamentales del accionante, y de cualquier modo, por tratarse de un asunto relacionado con temas económicos. 
3. Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido desconocidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares en los casos expresamente señalados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
Sobre el Habeas Data: 
El artículo 15 de nuestra Constitución Política ha establecido que: 
“Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. (…)”
Éste derecho, que ha sido reconocido con carácter fundamental, encuentra su desarrollo en la Ley 1581 de 2012, referente al “habeas data”, la cual estipula en su artículo 8 los derechos que le asisten a los titulares de los datos personales, así, entre otros, se encuentra que éstos pueden: 
“a) Conocer, actualizar y rectificar sus datos personales frente a los Responsables del Tratamiento o Encargados del Tratamiento. Este derecho se podrá ejercer, entre otros frente a datos parciales, inexactos, incompletos, fraccionados, que induzcan a error, o aquellos cuyo Tratamiento esté expresamente prohibido o no haya sido autorizado (…)”
Sobre este tópico señaló la Corte Constitucional en Sentencia T-729 de 2002 que: 
“El derecho fundamental al habeas data, es aquel que otorga la facultad al titular de datos personales, de exigir a las administradoras de datos personales el acceso, inclusión, exclusión, corrección, adición, actualización, y certificación de los datos, así como la limitación en la posibilidades de divulgación, publicación o cesión de los mismos, conforme a los principios que informan el proceso de administración de bases de datos personales”.
Del caso concreto:
En el presente asunto, se tiene que el joven Carlos Eduardo es beneficiario de una beca-crédito del ICETEX, que corresponde al programa “Ser pilo paga”, la cual fue aprobada para cursar uno de los programas académicos que dicta la Universidad Tecnológica de Pereira; de este modo, para acceder a los beneficios que brinda dicha beca, como es el pago de las cuotas de sostenimiento, por medio de las cuales se garantiza al estudiante la posibilidad de resolver sus gastos personales generados de su asistencia a clases, se le hace entrega de una tarjeta recargable en la cual se le consigna el valor de la cuota de sostenimiento correspondiente.
De los hechos narrados por el accionante, se pudo establecer que a pesar de habérsele concedido tal beneficio, no fue posible acceder a éste oportunamente, ello por cuanto en el momento en que correspondió acercarse a reclamar la tarjeta recargable cumplió su mayoría de edad, lo que conllevó a que su tarjeta de identidad perdiera vigencia, y en consecuencia de ello el Banco no le expidiera tal tarjeta, pues lo pertinente para el caso era realizar una corrección de datos en el ICETEX. 
El acontecimiento narrado anteriormente, no tendría en teoría por qué generar ningún tipo de inconveniente para el accionante, y ello encuentra su razón en que, como se dijo en párrafos anteriores, según el derecho al “habeas data” que le asiste, lo pertinente hubiera sido que ante la información del cambio de datos suministrado a la entidad, ésta procediera, sin ningún tipo de obstáculo, a la actualización de sus datos. Sin embargo, ello no ocurrió de esta manera, pues para tal fin lo que le exigió la entidad fue la presentación de su cédula de ciudadanía, rechazando la presentación de la contraseña como comprobante de que su documento de identidad se encontraba en trámite, que en ese momento se le exhibió. Lo que posteriormente condujo a que para el momento en que obtuvo la cédula y la entidad (tardíamente) realizara la corrección, hubiera dejado de percibir los ingresos correspondientes a los dos semestres del año 2016, a los cuales tenía derecho.  
Así las cosas, se tiene que dicha determinación fue vulneradora del derecho fundamental al habeas data del joven Carlos Eduardo, lo que colateralmente condujo a la trasgresión de otros derechos de la misma índole, como son la educación y el mínimo vital, ello porque como se dijo con anterioridad, el subsidio del cual es beneficiario en la actualidad está destinado a garantizar su subsistencia en esta ciudad, a la par que realiza sus estudios académicos, y como bien dijo el Juez A-quo, lo que se presume de estos casos, es que quienes son beneficiarios de tal beca, son ciudadanos de escasos recursos económicos, pues es incluso uno de los requisitos señalados para acceder al programa “ser pilo paga” es estar registrado en el Sisbén. 
Cabe resaltar que en estos eventos es procedente y necesaria la intervención del Juez constitucional, teniendo en cuenta que las consecuencias que se reflejan en un tópico económico, devienen en un tema relacionado con la vulneración de los derechos fundamentales del libelista, por lo tanto, encuentra esta Corporación que la decisión tomada por el Juez de primera instancia estuvo ajustada a derecho. 

A pesar de lo dicho anteriormente, debe mencionarse que como la encartada en su escrito de impugnación adujo que ya había dado cumplimiento a lo ordenado en el fallo de primer grado, la Auxiliar Judicial I de este Despacho ponente estableció comunicación con el Joven Carlos Eduardo Pinzón Niño, quien informó que efectivamente el ICETEX había dado cumplimiento y le había realizado las consignaciones correspondientes al subsidio de sostenimiento del año 2016 que motivaron la interposición de la acción de tutela.  
Teniendo en cuenta lo anterior, encuentra esta Corporación que, aunque de manera tardía, la pretensión de la parte demandante se ha visto satisfecha y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 

De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de esta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, configurándose con ello la figura del hecho superado frente a lo pedido por la parte accionante.

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 8 de noviembre de 2016, por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad; pero se declara la existencia de un HECHO SUPERADO, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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